Configuración normativa de las vigencias futuras excepcionales en Colombia: incidencia en la planeación fiscal del Gobierno Nacional by Castiblanco Heredia, Kelly Johanna
  
Configuración normativa de las vigencias futuras excepcionales 
 en Colombia: incidencia en la planeación fiscal del Gobierno Nacional
*
 
Kelly Johanna Castiblanco Heredia
1
 
Universidad Católica de Colombia 
 
Resumen 
 
Las vigencias futuras excepcionales, son un mecanismo de política fiscal diseñado para el uso de 
partidas presupuestales por fuera de una vigencia fiscal. Éstas no requieren autorización previa de 
una ley para constituirse, pues tan solo deben ser aprobadas por el Consejo Nacional de Política 
Fiscal, organismo adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, encargado del sistema 
presupuestal en Colombia. Frente a este panorama, el actual documento explora la manera cómo 
este mecanismo de apropiación fiscal puede vulnerar el principio democrático, en cuanto limita la 
capacidad fiscal de un gobierno futuro. Al respecto se concluye que, aun contemplando esta 
limitación, dicho principio no resulta vulnerado toda vez que, su uso se hace para adelantar 
programas y proyectos consecuentes con los fines del Estado. 
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presupuestal, responsabilidad fiscal. 
 
 
 
Normative configuration of exceptional future validity in Colombia: incidence in the 
fiscal planning of the National Government 
 
Abstract 
 
Exceptional future budgets are a fiscal policy mechanism designed for the use of budget 
items outside of an annual fiscal term. These do not require prior authorization of a law to be 
constitute since the National Fiscal Policy Council, an agency attached to the Ministry of Finance 
and Public Credit, in charge of the budget system in Colombia, must only approve them. Against 
this background, the current document explores how this mechanism of fiscal appropriation could 
violate the democratic principle, as it limits the fiscal capacity of a future government. In this 
regard, it is conclude that, even considering this limitation, this principle is not violate since its use 
is make to advance programs and projects consistent with the very purpose of the State. 
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Introducción 
El principio de anualidad en Colombia consiste en que toda partida debe ser 
ejecutada dentro de un periodo fiscal determinado, es decir, por regla general lo 
presupuestado debe ser ejecutado dentro de la denominada vigencia fiscal (Restrepo, 2005, 
p. 21).Sin embargo, dentro del mundo de complejidades que ofrece el presupuesto público, 
se han constituido como excepción las vigencias futuras, las cuales son entendidas como 
una autorización entregada a una entidad del orden nacional o territorial, para asumir 
obligaciones que afecten presupuestos futuros.   
Estas partidas son desembolsadas para componentes específicos de ejecución estatal 
con destino a desarrollar grandes obras. Existen dos clases de vigencias futuras; ordinarias 
y excepcionales; la diferencia entre ambas radica, esencialmente, en qué, para el caso de las 
primeras, su aprobación se sujeta a una apropiación presupuestal de por lo menos el 15% 
del valor de la vigencia, mientras que las excepcionales, afectan el presupuesto de vigencias 
futuras y no cuentan con apropiación en el presupuesto en que se concedieron (Sánchez y 
Cárdenas, 2015, p. 159). 
 Cabe señalar, que son un mecanismo para concretar el denominado Plan Nacional 
de Desarrollo, Ley Orgánica 152 de 1994, herramienta elaborada por el Departamento 
Nacional de Planeación, conformada por una parte general y un plan de inversiones, que 
busca establecer los lineamientos y propósitos de la acción estatal a mediano plazo, debido 
a que la vigencia de este documento es de cuatro años, el mismo de un periodo de gobierno 
presidencial (Velásquez, 1995, p. 18).  
Aunque este tipo de autorizaciones son consideradas positivas para el desarrollo en 
diferentes áreas del país, también son generadoras de controversia, pues básicamente 
comprometen presupuestos de administraciones posteriores, limitándolas para cumplir con 
las propuestas de su gobierno, así mismo no cuentan con un límite especifico de 
apropiación, como si se tiene regulado para las vigencias futuras ordinarias, pues a 
diferencia de éstas, el único límite es el denominado Marco Fiscal de Mediano Plazo.  
Pero, éste no es el único inconveniente al que se enfrentan las vigencias futuras, 
debido a que, en Colombia el periodo de gobierno presidencial tiene un término de cuatro 
años, y la figura de reelección presidencial fue eliminada a partir del Acto Legislativo 02 de 
2015, el cual reformó el artículo 197 de la Constitución Política de Colombia. En otras 
palabras, el presidente de turno a la hora de ejecutar su Plan Nacional de Desarrollo, solo 
cuenta con el tiempo establecido constitucionalmente  para su mandato, sin miras a una 
posible reelección que le permita culminar sin ningún percance la ejecución de las obras 
que desarrolla, pues se puede presentar que no se culminen, no solo por la falta de 
presupuesto, sino también por el cambio de ideología política, debido a que cada corriente 
es impulsada por unos objetivos y estrategias  que pueden colisionar con el anterior 
gobierno. 
Surge entonces un nuevo cuestionamiento consistente en que, este tipo de 
autorizaciones no solo afectan el margen de maniobra de las administraciones venideras, 
sino incluso un principio rector de la Carta Política. Se hace referencia al principio 
democrático, el cual se encuentra constituido como base esencial de un Estado Social de 
Derecho; gracias a este principio el pueblo es protagonista de sus decisiones, dado que 
puede elegir a sus representantes mediante el Derecho al voto, y participar constantemente 
mediante mecanismo de participación ciudadana como: plebiscito, referendo, consulta 
popular, cabildo abierto, iniciativa popular, y revocatoria del mandato. 
En virtud de lo anterior, se busca dar solución a la siguiente pregunta ¿Son las 
vigencias futuras excepcionales un obstáculo para la materialización de las propuestas de 
gobierno al estar presuntamente colisionando con el principio democrático? Como hipótesis 
para su solución se plantea que, la actual formulación normativa de la figura de vigencias 
futuras, no colisiona con el principio democrático, pilar de la Constitución Política de 
Colombia, debido a que este tipo de apropiaciones permiten desarrollar grandes obras o 
proyectos de largo aliento que estén encaminados a cumplir con los fines esenciales del 
Estado, los cuales no podrían ser ejecutados en un solo periodo de Gobierno, o con un 
reducido presupuesto.  
Metodológicamente, la investigación que se presenta, parte en su diseño de ser una 
investigación cualitativa, cuyo método de desarrollo, se basa en la revisión documental de 
fuentes primarias y secundarias; primarias, aquellas que, corresponden a normatividad y 
jurisprudencia desarrolla sobre el tema, y secundarias, aquellas derivadas de los 
documentos de investigación académica, centros de estudio especializados, o aquellos 
realizados por entidades gubernamentales sin el carácter de disposición normativa, como 
sucede con publicaciones seriadas, o financiadas por las mismas. 
En este sentido, se busca establecer cuál es la incidencia que tienen las vigencias 
futuras excepcionales en el principio democrático, no solo por su ejecución de apropiación 
de presupuestos futuros, sino por su aprobación y constitución, realizando una definición 
general del principio democrático, sus generalidades y como este puede estar enlazado con 
el presupuesto, el principio de anualidad y herramientas como el Plan Nacional de 
Desarrollo. 
1. El principio democrático en un Estado Social de Derecho 
La Constitución Política de Colombia, define en su parte dogmática los valores y 
principios que fundamentan el ordenamiento jurídico colombiano. En ella, se evidencia la 
importancia de reconocer a Colombia como Estado Social de Derecho, Democrático y 
Participativo; lo cual implica a su vez comprender que dichos postulados son la base de 
desarrollo para lograr los fines esenciales del Estado (Gómez, 2007, p. 57). 
De ahí, que Aragón (1988), ha indicado que este principio debe estar contenido 
dentro de una Constitución, pues permite legitimarla de tal manera que se convierta en pilar 
que mantenga viva la Carta Política de una Nación.  En este sentido sostiene: 
La democracia es el principio más fundamental (por calificador de la forma del Estado) de los 
principios generales, y ello quiere decir también el más general de todos. De ahí se deriva (y 
no solo de la tan repetida y tópica multivocidad del término) su carácter sumamente 
abstracto, necesitado, para “intervenir” en el ordenamiento de ciertas conexiones. Pero tales 
conexiones no tienen por objeto buscar “adjetivos” a la democracia (idea que me parece 
bastante criticable), sino situar el principio en los distintos niveles o momentos en que 
jurídicamente opera, así como indagar la dimensión o dimensiones del principio que en cada 
uno de esos momentos se despliegan(p.59). 
Descrito de otra manera, el incluir dentro de una Constitución este tipo de principio, 
permite reconocer o identificar la forma del Estado, como opera y cómo se organiza. 
Sin embargo, los conceptos anteriormente mencionados que corresponden al 
principio democrático en el Estado moderno, se han construido a través de una  evolución 
histórica, lo cual lleva a la revisión del contractualismo clásico en cabeza de Hobbes y 
Rousseau, donde la libertad apareció como obstáculo central en la consolidación de una 
teoría del contrato social; condición resuelta en el Estado constitucional, donde las 
prerrogativas individuales se configuraron sobre la base de la asignación de las libertades 
de los administrados, a la luz de la conciliación por vía democrática. 
En  el desarrollo de la función y desarrollo del principio democrático en un Estado, 
sostiene Biglino (2001) que; “el parlamento es el órgano del Estado donde el principio 
democrático alcanza su máxima expresión” (p. 181), ello, en función del poder delegado 
por el constituyente primario a esta Corporación; afirmación parcialmente compartida en el 
desarrollo de este artículo, puesto que se acoge la tesis de Starck (2003), por la cual se 
afirma que, es en la división de poderes y principalmente en la justicia constitucional, 
donde este tiene su mayor expresión. Adicionalmente referencia un panorama sobre el 
constitucionalismo moderno y lo describe de la siguiente manera: 
(…) la jurisdiccionalidad es el ámbito más adecuado para garantizar la supremacía de 
la Constitución. Según establece la doctrina de la división de poderes, la función de los 
tribunales independientes es hacer respetar las leyes. Esta tarea se hace extensiva a la 
protección de las normas constitucionales, a la que están convocados especialmente los 
tribunales debido a sus conocimientos en la aplicación del derecho (p. 482). 
 A partir de lo antes expuesto, se puede observar la importancia del principio 
democrático dentro de cada uno de los sistemas de gobierno, pues permiten ser el eje 
fundamental de una sociedad representativa. 
 Hasta el momento, en síntesis, el principio democrático es como se ha indicado, 
base de la formulación de un constitucionalismo moderno; soporte a su vez de la 
democracia moderna, la cual, en su origen permitió la consolidación de un poder 
constituyente. En su esencia, la práctica estatal del principio democrático permite 
identificar cuáles son los derechos y las libertades asignadas jurídicamente al poder 
constituyente o constituyente primario, las cuales son una zona exenta de toda interferencia 
de poder que vaya en contravía de la realización de los mismos (de Vega, 1998, p. 22). 
Asimismo, conforme a los elementos planteados, la jurisprudencia constitucional es 
fundamental en la comprensión práctica del principio democrático; esto, no solo por su 
función jurídico-social, sino también por las cuestiones procedimentales vistas en su 
aplicación e identificadas por la Corte Constitucional colombiana. 
En la revisión realizada, se encuentra que esta Corporación acude a reconocer la 
fundamentalidad del principio democrático como base para la realización del Estado Social 
de derecho, configurado por el Constituyente derivado, siendo importante examinar que no 
lo agota a temas precisos de la relación Estado-sociedad, sino que lo extiende a todas las 
formas de interacción en lo público, por lo mismo, el calificativo de universal y expansivo 
que coloca en su contenido.  Complementando lo anterior, el Tribunal Constitucional, 
considera necesaria su realización, para lograr la edificación de la democracia participativa; 
(…) el principio democrático que la Carta prohíja es a la vez universal y expansivo. Se 
dice que es universal en la medida en que compromete variados escenarios, procesos y 
lugares tanto públicos como privados y también porque la noción de política que lo 
sustenta se nutre de todo lo que vitalmente pueda interesar a la persona, a la comunidad 
y al Estado y sea por tanto susceptible de afectar la distribución, control y asignación 
de poder social. El principio democrático es expansivo pues su dinámica lejos de 
ignorar el conflicto social lo encauza a partir del respeto y constante reivindicación de 
un mínimo de democracia política y social que, de conformidad con su ideario, ha de 
ampliarse progresivamente conquistando nuevos ámbitos y profundizando 
permanentemente su vigencia, lo que demanda por parte de los principales actores 
públicos y privados un denotado esfuerzo para su efectiva construcción. (Corte 
Constitucional, Sentencia C-089 de 1994) 
Se acoge entonces, la denominación de universal y expansivo dada al principio por 
parte del Alto Tribunal Constitucional; pues éste pilar, no solo afecta el ejercicio político, 
sino también se traslada a otras aristas que comprenden la estructura del Estado. Por 
ejemplo, el desarrollo o la ejecución del presupuesto del Estado, se encuentra inmerso en el  
principio democrático, pues aunque los ciudadanos directamente  no puedan  administrar 
los recursos, son quienes eligen  a los representantes que aprobarán la destinación de éstos, 
asimismo, al mandatario que debe ser el medio de realización de las  necesidades que 
escoge  el pueblo. 
Sin embargo, la definición otorgada por la Honorable Corte Constitucional, que 
enlaza en diferentes dimensiones el principio democrático, genera inquietud, debido a que, 
en Colombia existen apropiaciones que no son aprobadas directamente por el órgano 
representativo del pueblo, sino por un organismo adscrito al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público. Se habla de la figura de vigencias futuras, las cuales serán explicadas en el 
desarrollo de este documento. 
Es decir, que el apropiar partidas del presupuesto mediante esta figura, posiblemente 
se estaría contrariando la esencia del denominado principio democrático, sin embargo, esta 
situación no solo se presenta en el hoy denominado Estado moderno, sino que se evidencia 
desde el siglo XIII con los inicios de lo que hoy se designa, sistema parlamentario inglés.  
En virtud de lo anterior, es importante detenerse para conocer cuál fue el inicio del 
control presupuestal, debido a que a través del tiempo este tema ha suscitado no solo   
debates, sino también acciones encaminadas a interponer un límite en el desarrollo y 
ejecución del presupuesto. Para ello, es fundamental reconocer que es gracias al sistema 
parlamentario inglés, o más precisamente a sus inicios, que hoy se puede ejercer una 
vigilancia y supervisión sobre el poder ejecutivo y claramente sobre el presupuesto. 
Para Donado, Echevarría y Baquero (2014) todo inicia con la pérdida del “Imperio 
Angevino” durante la monarquía de Juan Sin Tierra (1199-1216) (p. 13). Esta derrota 
género gran controversia entre la corona y la aristocracia, pues no solo se tenía el 
descontento de la pérdida de las tierras, sino también el malestar por la constante 
imposición de tributos al pueblo, especialmente a la nobleza. Dicha disputa desembocó en 
una rebelión de la aristocracia hacia la monarquía, logrando que él rey realizara 
concesiones plasmadas a través de un documento denominado la Carta Magna; esta carta 
permitió imponer límites a las arbitrarias decisiones del monarca.   
Con la muerte de Juan Sin Tierra su hijo y heredero Enrique III toma el poder, y 
debido a su corta edad, la nobleza va incrementar su poder, a tal punto de introducir un 
nuevo texto denominado las “Provisiones de Oxford”, el cual en esencia buscaba ejercer un 
control sobre el gobierno del rey. 
No obstante, gracias al constante enfrentamiento entre la corona y la nobleza por 
controlar el poder, se origina el sistema parlamentario inglés, agrupando a los nobles, en la 
cámara alta, también llamada la cámara de los Lores. Al respecto Cueto (2001) afirma:   
La Cámara de los Lores se ha convertido en la más célebre y antigua cámara aristocrática, en 
una auténtica superviviente de la historia y de los tiempos pasados del Gran Consejo del 
monarca, aunque sus funciones y poderes han ido disminuyendo progresivamente a favor de 
los Comunes, con los que coexistían en pie de igualdad desde punto de vista legislativo. Con 
el paso del tiempo, y en la medida en que se iba consolidando y arraigando el principio 
democrático durante el siglo XIX, se hacía cada vez más difícil para una cámara no electa 
como la de los Lores mantener este equivalente estatus frente a los Comunes (p.1). 
Es evidente entonces, que a través del tiempo ha existido la necesidad de controlar 
el actuar de un gobernante, debido a que son ellos quienes   representan al pueblo y sus 
ideales.  Lo visto anteriormente permite concluir que independientemente del sistema de 
gobierno que posea un país, es de suma importancia generar parámetros y límites a las 
decisiones del gobernante. 
Por ejemplo,  se debe tener en cuenta  que  Colombia posee un  sistema de gobierno 
presidencialista; en este sentido, a la figura del presidente, se le confieren atribuciones para 
la toma de decisiones que deben estas acordes con el respeto por el equilibrio de poderes y 
la materialización efectiva del Estado Social de Derecho, lo cual de manera formal se 
realiza en la consideración pública que hace de su Plan de Gobierno, como documento 
marco orientador de sus decisiones administrativas y políticas. 
 El documento anteriormente mencionado, es formulado por el Presidente de la 
República junto con su equipo de Gobierno, y se denomina Plan Nacional de Desarrollo, en 
él se proyectan las políticas públicas, objetivos y lineamientos a desarrollar para el Estado. 
Se encuentra conformado por una parte general y un plan de inversiones; en este último, 
descrito por la Constitución Política de Colombia en su título XII, capítulo II, Articulo 339 
donde se incluyen los “presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos 
de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para 
su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal”. El encargado de 
vigilar, supervisar y desarrollar el plan, es el Departamento Nacional de Desarrollo, 
departamento administrativo que pertenece a la Rama Ejecutiva del poder público. 
Desde el aspecto técnico, la planeación nacional o local de los entes autónomos 
viene supeditada a los conceptos del Departamento o Secretarias de Planeación, quienes 
entre otras actividades, deben definir las viabilidades y restricciones fiscales a operar en 
cada caso, acudiendo entre otros mecanismos a la concertación con los distintos actores 
involucrados para cada caso, en la realización de las políticas, programas y proyectos 
planteados desde el Plan de Gobierno (Acevedo, 2009, p. 294). 
Es pertinente revisar la incidencia de estas decisiones técnicas, a la luz de los 
postulados que definen la realización del principio democrático, pudiendo hacer una 
primera aproximación, en el sentido de conceder a la planeación como un ejercicio técnico, 
un factor positivo derivado de la participación social, por medio de la cual y, de manera 
delegada, se puede ver respetado el contenido dogmático y pragmático del principio 
democrático en la configuración de los presupuestos. 
Por otra parte, se quiere estimar la vulneración al principio democrático por la vía 
de la aprobación a nivel nacional de las vigencias futuras excepcionales, las cuales 
necesariamente pasan, como se explicara más adelante, por la aprobación de un equipo 
técnico estatal que avala o niega su viabilidad; ahora, volviendo sobre lo previamente 
dicho, se podría afirmar entonces que, con todo y la formalidad técnica, esta aprobación 
tiene un contenido participativo que se  adhiere al respeto del principio democrático.  
Se tiene por lo anterior un panorama administrativo nacional en el cual el Poder 
Ejecutivo, tiene entonces un mandato delegado derivado del cumplimiento del principio 
democrático, desde el cual debe asumir una responsabilidad jurídica tendiente a no afectar 
los derechos de los administrados, como tampoco, los intereses generales del Estado. Esto 
último quiere decir, una relación directa respecto a cómo se invierten los dineros públicos y 
la responsabilidad fiscal del Estado, bajo el cumplimiento de supuestos jurídico-
económicos como resulta siendo el principio de anualidad. 
En el ejercicio de contar con una definición más amplia sobre el principio de 
anualidad, se debe tener en cuenta que, las vigencias presupuestales, siguiendo lo dispuesto 
en la Constitución, deben dar cumplimiento a un periodo preciso, en este sentido, se 
establece de manera general que, el administrador del gasto no debe proyectar gastos por 
encima de una vigencia fiscal vigente, la cual se mide en un periodo-año, con inicio el 1° de 
enero y finalización el 31 de diciembre. En esto, el máximo Tribunal Constitucional ha 
insistido a través de distintas Sentencias, como es el caso de la C-192 de 1997, afirmando al 
respecto que: 
En efecto, conforme a la Constitución y a ley orgánica, en Colombia rige el principio 
de anualidad (CP art. 346), por lo cual una partida debe ser ejecutada o comprometida 
en el año fiscal respectivo, pues si ello no ocurre, la partida o los saldos de apropiación 
no afectados por compromisos inevitablemente expiran o caducan, de suerte que no 
podrán adquirirse compromisos con cargo a ella en los períodos fiscales posteriores. 
(...) Esto muestra que las apropiaciones presupuestales no son órdenes de gasto, sino 
que constituyen, como bien lo señala la propia legislación orgánica presupuestal, 
"autorizaciones máximas de gasto que el Congreso aprueba para ser ejecutadas o 
comprometidas durante la vigencia fiscal respectiva" (Art. 89 del decreto 111 de 1996 
o Estatuto Orgánico del Presupuesto que compila los artículos 72 de la Ley 38 de 1989, 
38 de la Ley 179 de 1994 y 8º de la Ley 225 de 1995). La ley anual de presupuesto, al 
apropiar una determinada partida, está entonces estableciendo el monto máximo de 
gasto estatal para una determinada finalidad y en un período específico. 
Es claro por lo anterior que, a manera de generalización sobre el gasto público, toda 
partida debe ser ejecutada dentro de un periodo fiscal determinado, siendo ello definido 
como principio de anualidad. Como excepción al cumplimiento de esta regla, se encuentran 
las vigencias futuras; ya explicadas como partidas desembolsadas para componentes 
específicos de ejecución estatal con destino a desarrollar grandes obras de infraestructura e 
inversión social. 
2. Gasto Público y Vigencias Futuras  
De manera general sobre el gasto público y, en cumplimiento del principio de 
anualidad, toda partida debe ser ejecutada dentro de un periodo fiscal determinado, siendo 
ello lo que en efecto define al principio de anualidad (Ramírez, 2013, p. 92). Como 
excepción al cumplimiento de esta regla, se encuentran las vigencias futuras; vistas como 
partidas desembolsadas para componentes específicos de ejecución Estatal, con destino a 
desarrollar grandes obras de infraestructura e inversión social. 
En consecuencia, las vigencias futuras a nivel nacional, son partidas destinadas por 
el ejecutivo para la celebración de relaciones contractuales de contratación específica, en 
periodos que desbordan el principio de anualidad consignado en la Constitución Política de 
Colombia. Uno de los debates jurídicos que surge con ocasión de este diseño fiscal, 
corresponde a la incidencia en la planeación futura de las administraciones posteriores, de 
quien ordena la vigencia futura; siendo allí donde se genera una de las críticas centrales 
sobre este mecanismo de planeación del gasto en el mediano plazo: 
Las vigencias futuras se han convertido en todo un “mito presupuestal”. No solo están 
siendo cuestionadas, sino que son una expresión de uso frecuente por quienes hacen 
análisis del gasto público, la estabilidad macroeconómica y la ejecución parcial del 
presupuesto nacional o territorial, específicamente el destinado a la infraestructura vial 
y de transporte (Díaz, 2009, p. 1). 
Estos aportes hechos sobre las vigencias futuras, serán de análisis para el desarrollo 
de la actual investigación, en un inicio se revisará su origen, y posteriormente su incidencia 
en el Estado colombiano. 
En relación con su origen, se puede identificar que, esta práctica fiscal por asumir 
obligaciones a futuro, con arreglo a lo dispuesto en la Constitución de 1991, se genera por 
primera vez a través de la Ley 179 de 1994 (Herrera, 2003, p. 30), la cual introduce algunas 
modificaciones a la Ley 38 de 1989, siendo compilada finalmente por el Decreto 111 de 
1996, o el denominadohoy Estatuto Orgánica del Presupuesto.  Una de las modificaciones 
que introdujo la Ley 179 de 1994 consistió en “autorizar la asunción de obligaciones, que 
afecten presupuestos de vigencias futuras, cuando su ejecución se inicie con presupuesto de 
la vigencia en curso y el objeto del compromiso se lleve a cabo en cada una de ellas” 
(Artículo 9). 
Como se ha reiterado, esta práctica es excepcional al principio de anualidad 
consagrado en la Constitución, e inclusive a lo dispuesto en el artículo 89 del actual 
Estatuto Orgánico del Presupuesto, donde se establece que, las apropiaciones incluidas en 
el Presupuesto General de la Nación, deben ser con cargo a una sola vigencia fiscal, por lo 
cual, las autorizaciones de gasto otorgadas para una vigencia, expiran si las mismas no han 
sido ejecutadas al 31 de diciembre del año de la vigencia. 
Desde su inicio, las vigencias futuras han sido objeto de una transformación jurídica 
(normativa y jurisprudencial), que las llevan a ser figuras fiscales que gozan en la 
actualidad de una mayor delimitación en su uso (Naranjo y Cely, 2011, p. 254). Por 
ejemplo, en principio no había claridad respecto a los rubros sobre los cuales se podían 
generar estos gastos futuros, cuestión que se ve un poco más aclarada, con la expedición de 
la Ley 225 de 1995, cuyo artículo 3 define que estos gastos solo se pueden hacer en: “obras 
de infraestructura, energía, comunicaciones, aeronáutica, defensa y seguridad, así como 
para las garantías a las concesiones” y, con la autorización del Consejo Superior de Política 
Fiscal[CONFIS]. 
Sin embargo, la puesta en uso de las mismas generó dudas procedimentales respecto 
a cómo, por cuánto y hasta cuándo se podían establecer los montos de las partidas definidas 
por este mecanismo, de allí que fuera necesario normativamente precisar más su alcance y 
uso, lo cual sucede con la expedición de la Ley 819 de 2003 (Peña, 2004, p. 12), la cual 
dicta normas orgánicas en materia de presupuesto y otras disposiciones. La norma citada, 
para efectos del tema tratado, establece dos tipos de vigencias futuras; las vigencias futuras 
ordinarias (artículo 10) y, las vigencias futuras extraordinarias (artículo 11). 
Respecto a los artículos citados, se identifican entonces dos clases de vigencias 
futuras; las ordinarias y, las excepcionales. Entendidas ambas como partidas para la 
ejecución de grandes obras, pero con diferencias radicales como, que para las primeras se 
cuenta con una apropiación presupuestal de, por lo menos el 15%, mientras que las 
denominadas excepcionales, afectan la disponibilidad de presupuestos futuros sin hacerlo 
en el presupuesto en que se concedieron, pues su objetivo es el desarrollo de grandes obras 
de infraestructura, energía, comunicaciones, aeronáutica, defensa y seguridad.  
Es evidente entonces, que el tema de las vigencias futuras como se presenta, genera 
debate tanto en su excepción a la aplicación del principio de anualidad, como también a la 
disponibilidad presupuestal de Gobiernos futuros. Esta posición es de cierta manera resuelta 
para el caso de las entidades territoriales, conforme el contenido de la Ley 1483 de 2011 y; 
Decreto reglamentario 2767 de 2012; por los cuales, se fijan los criterios de las vigencias 
futuras excepcionales para estas entidades, consignando al respecto, la imposibilidad para 
que, las Asambleas y los Consejos, comprometan presupuestos con cargo a vigencias 
futuras, los cuales superen el período de gobierno del mandato de ejecución, salvo que el 
CONPES declare el desarrollo del proyecto vinculado a la vigencia futura, de importancia 
estratégica. 
En todo caso, una condición que aumenta la complejidad compresiva de las 
vigencias futuras, es la de adherencia de la misma alMarco fiscal de mediano 
plazo[MFMP], en el marco de lo dispuesto en el artículo 1 y 10 de la Ley 819 de 2003, por 
el cual a su vez se indica que; toda vigencia, se debe autorizar conforme a una armonía 
presupuestal con dicho marco fiscal, cuyos objetivos y metas, buscan la saneabilidad fiscal 
y adecuada ejecución del gasto público, en periodos que van más allá de la anualidad de 
todo presupuesto de una entidad pública. 
En síntesis, el Gobierno Nacional entonces, se debe someter, para la apropiación de 
una vigencia futura ordinaria o excepcional a, respetar lo contenido en el MFMP 
proyectado en el Presupuesto General de la Nación (Villar y Forero, 2014, p. 46). 
En este sentido, una vigencia futura pasa en primera instancia, por la revisión de la 
entidad que la quiere comprometer en el MFMP, esto, con el fin de identificar que no 
excede las metas presupuestales plurianuales dispuestas en el mismo, siendo para ello 
necesario que, el Departamento Nacional de Planeación [DNP] y el Ministerio o Secretaría 
del ramo, otorguen un concepto favorable respecto al cumplimiento de este requisito. En 
este sentido, el cargue de una vigencia futura a un proyecto de ejecución presupuestal, 
contempla en primera instancia, el concepto favorable de armonía fiscal plurianual (DNP, 
2015, p. 3). 
Considerado este paso y, para el caso de las vigencias futuras de entidades del orden 
nacional, el proyecto luego pasa a revisión del CONFIS, entidad que aprueba o deniega 
según el objetivo del proyecto, asimismo determina  si este se puede comprometer con una 
vigencia futura, estudiando para el caso, la viabilidad técnica, financiera y jurídica del 
proyecto, generando a partir de ello un informe de resultados periódicos con destino al 
Congreso de la República para el caso del orden nacional o, a las Asambleas y Concejos en 
el caso del orden territorial. 
Resulta pertinente en este punto indicar que, el CONFIS, es un organismo adscrito 
al Ministerio de Hacienda Crédito Publico, cuyo encargo es el de dirigir la Política Fiscal y 
coordinar el sistema presupuestal nacional. El órgano se encuentra integrado por el 
Ministro de Hacienda y Crédito Público quien lo preside, el Director del Departamento 
Administrativo de Planeación Nacional, el Consejero Económico de la Presidencia de la 
República o quien haga sus veces, los Viceministros de Hacienda, los directores de la 
Dirección General del Tesoro Nacional y Crédito Público y de Impuestos y Aduanas. 
Aun cuando, este órgano se encuentre adscrito a un Ministerio del poder ejecutivo, 
el objeto misional del CONFIS es más técnico que político; de allí que se pueda hacer un 
parangón del mismo con la Junta Directiva del Banco de la República que, aun cuando el 
Ministro de Hacienda hace parte de la misma, sus decisiones son enteramente ajustadas a 
los intereses de una política monetaria, siendo en tanto el CONFIS su similar en términos 
de política fiscal. No se podría asegurar del todo su independencia, no obstante, el carácter 
vinculante de sus decisiones al MFMP, dota al órgano de una contextura más técnica que 
política. 
Bien se podría en este momento hacer la salvedad respecto a que, el interés del 
actual documento corresponde exclusivamente a las vigencias futuras excepcionales, donde 
su relación con el MFMP deriva en que, se establece, la aprobación de vigencias futuras 
excepcionales, en cuanto se encuentre, el proyecto presentado, como de interés estratégico 
para el desarrollo del Estado, en concepto que, debe ser brindado por el Consejo Nacional 
de Política Económica y Social [CONPES], diferente, sea oportuna la aclaración, a las 
vigencias futuras ordinarias donde solo se necesita el concepto como ya se ha explicado, 
del CONFIS. 
Una vez surtido el trámite de viabilidad técnica, jurídica y financiera a través de los 
elementos antes descritos, queda como ya se ha dicho, la aprobación por parte de las 
Comisiones terceras del Congreso o las Asambleas municipales y departamentales, para 
que tras su aprobación, sea el jefe de Gobierno local o nacional, el que a través de su plan 
fiscal decida finalmente incluir o no la vigencia futura aprobada. Respecto a su paso por la 
Corporación de representación política, se puede asumir que es allí donde se valora su 
consecuencia o no con el principio democrático, aunque al respecto se puede hacer algunas 
reflexiones. 
Como se ha planteado, es en el Congreso, Asamblea o Consejo, donde se adiciona el 
criterio político y, este resulta siendo el valorador en últimas, del cumplimiento o no del 
principio democrático, empero, este se puede entender también, como la aprobación de 
acuerdo a la afinidad o no de la Corporación, con el Gobierno de turno, lo cual lleva, 
conforme a los elementos característicos de la cultura política colombiana, es decir, 
conforme a intereses personales o sectoriales, a encontrar que esta responsabilidad pueda 
estar en ocasiones deslegitimada, por lo cual una vigencia futura puede no ser aprobada, no  
por su lesión al principio democrático, la cual es indudable que en ocasiones es vulnerado,  
sino por la falta de acuerdos políticos. 
Más allá de esta discusión, se debe tener claro que, en el mundo de complejidades 
que ofrece el presupuesto público, se han constituido como excepción al principio de 
anualidad, las vigencias futuras, las cuales son entendidas como una autorización entregada 
a una entidad del orden nacional o territorial, para asumir obligaciones que afecten 
presupuestos futuros, en partidas que son desembolsadas para componentes específicos de 
ejecución estatal con destino a desarrollar en lo general obras de infraestructura o de interés 
de Estado (Ochoa, 2011, p. 42). 
En este punto se debe clarificar un elemento clave para la comprensión del 
problema jurídico tratado, en lo que corresponde a lo que es un interés de Gobierno y, lo 
que es interés de Estado. Con atención a lo enunciado sobre el principio democrático, se 
tiene que, los administrados a través del ejercicio del voto, están decidiendo finalmente más 
que por un gobernante, por un programa de gobierno; en este sentido, la orientación 
implícita o explícita de este programa de gobierno, marca lo que finalmente se conoce 
como el tipo de régimen que toma un gobierno nacional o territorial (Díaz, 2015, p. 2-3). 
 Los programas de gobierno, por lo general, marcan orientaciones políticas sobre el 
curso que deben tomar las decisiones, no obstante, ningún programa de gobierno está 
exento, a que en el contexto del mismo se definan políticas de Estado (Díaz, 2015, p. 3). La 
diferencia entre una política de Estado y una política de Gobierno, radica en que la primera 
se define como necesaria para el curso del Estado, independientemente del rumbo político 
que tracen los Gobiernos que la apliquen, ejemplo, las obras de infraestructura son 
necesarias para el Estado, independientemente de que este tengo una orientación política de 
izquierda o de derecha (Bernazza, 2011, p. 4). 
Conforme a lo anterior, se puede aseverar que, en el contexto de la ejecución 
presupuestal, un Gobierno puede dictar un política de años para generar avances en 
infraestructura, lo cual, a razón de su fin, no debe afectar la orientación política de los 
gobiernos a futuro; sea de un filiación política u otra, los Gobiernos siguientes se presume, 
en atención a los fines del Estado, no se deben ver afectados por este tipo de decisiones, 
salvo que, el Gobierno futuro, considere que lo importante no es invertir en los fines del 
Estado, sino en los fines del Gobierno, posición que pone dicho debate en otro contexto 
más especulativo, por tanto de difícil abordaje.  
En suma, las denominadas vigencias futuras excepcionales son las que permiten 
materializar grandes obras a largo plazo, incluso afectando presupuestos futuros, los cuales 
se pueden extender a aquellos que estén por fuera del periodo de gobierno en que se 
propusieron. Cabe señalar, que son un mecanismo para concretar el denominado PND, pues 
permiten gestionar los objetivos y políticas públicas que requieren una amplia financiación 
y tiempo para su culminación. En la actualidad, las vigencias futuras excepcionales no 
requieren autorización previa de una ley para constituirse, pues tan solo deben ser 
aprobadas por el CONFIS, organismo adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
encargado del sistema presupuestal en Colombia.  
Aunque este tipo de autorizaciones son consideradas positivas para el desarrollo en 
diferentes áreas del país, también son a su vez, como se ha planteado, generadoras de 
controversia; esto, porque básicamente comprometen presupuesto de administraciones 
posteriores, dejando las mismas con un disponible más reducido para cumplir con las 
propuestas de su gobierno; no obstante, se insiste en que las mismas al ser destinadas a 
fines del Estado, no se deberían considerar contrarias al principio democrático, por lo que 
quizá aquí se pueda sugerir al Congreso, tener un rol más activo en su aprobación, con la 
responsabilidad de tener un verdadero dominio de lo genuinamente benéfico para el Estado, 
y no desde la corresponsabilidad política que a veces surge en este tipo de decisiones. 
Conclusiones 
La democracia moderna se ha constituido como eje fundamental de un Estado 
Social de Derecho, en ella se evidencian principios y valores que reflejan el tipo de 
organización y el sistema de gobierno predominante, por lo anterior, que existan principios 
esenciales o centrales, como el principio democrático. Este se comprende, como una 
prerrogativa necesaria para la participación del constituyente primario, en función del poder 
delegado otorgado al constituyente derivado.  Asimismo, se evidencia en los mecanismos 
de participación ciudadana que permiten incluir en diferentes dimensiones a los ciudadanos. 
Este principio como se mencionó en el desarrollo de este documento, tiene el 
carácter universal y expansivo al ser un pilar que incide, no solo en el ejercicio político, 
sino también se traslada a otras aristas que comprenden la estructura del Estado, por 
ejemplo, el desarrollo o la ejecución del presupuesto del Estado, el cual a su vez se 
encuentra condicionado al principio democrático, pues aunque los ciudadanos directamente 
no puedan administrar los recursos, son quienes eligen a los representantes que aprobaran la 
destinación de estos, así mismo, al mandatario que debe ser el medio de realización de las 
necesidades que escoge  el pueblo. 
Por lo anterior, resulta necesario analizar este principio la luz de su incidencia en 
temas como la ejecución presupuestal, considerando de este último, aspectos puntuales 
como las vigencias futuras. En el actual documento, se estudió el caso en el que las 
vigencias futuras excepcionales, son diseñadas y ejecutadas más allá de los periodos de 
gobierno en los que son aprobadas, indagando al respecto de, si esto constituyente una 
violación al principio democrático previamente explicado. 
Conforme a los elementos de debate puestos en el desarrollo del actual documento, 
se concluyó que no, al encontrar que esta figura presupuestal posibilita el desarrollo de 
políticas estatales, las cuales desbordan los alcances comúnmente vistos en las políticas, 
programas y proyectos que son parte de las agendas de Gobierno. En otros términos, las 
obras o programas ejecutados a través de la figura presupuestal de las vigencias futuras, 
convoca a la realización de proyectos de largo aliento que permiten materializar los fines 
constitucionales del Estado Social de Derecho colombiano. 
Reconociendo la preocupación de quienes contrarían esta tesis, se identifica que la 
negación a la misma se produce en virtud de la complejidad jurídica que trae el manejo de 
exorbitantes sumas de dinero derivadas del manejo del presupuesto público, para lo cual se 
puede prestar las vigencias futuras, al ser partidas cuyos manejos en el orden fiscal 
colombiano, requieren de la comprensión cuidadosa de su alcance de aplicabilidad, en 
cuanto la misma de entrada se establece contraria al principio de anualidad. 
Se debe recordar que, como regla general, los dineros públicos deben ser ejecutados 
en una vigencia fiscal para la cual se presentan, a ello se le conoce como principio de 
anualidad, no obstante, se encuentra que, las vigencias futuras, son la excepción a la regla 
por cuanto las mismas pueden ser ejecutadas en un presupuesto plurianual, realidad que se 
ve aún más compleja, cuando se encuentra que un Gobierno puede comprometer, recursos 
que no son de su propio periodo de Gobierno, sobre lo cual se crea el problema jurídico 
respecto a la manera como este fenómeno afecta el principio democrático, concluyendo al 
respecto que, en lo práctico no lo viola por razones que vuelven y se indican a 
continuación. 
Cuando un Gobierno, en aras de cumplir con los fines del Estado social de Derecho, 
encuentra que es necesario proyectar un programa o un proyecto más allá de su periodo de 
Gobierno, puede comprometer recursos futuros a través de la figura de vigencias futuras 
excepcionales, las cuales se convierten en piezas claves que permiten el avance, el 
desarrollo y la planeación de grandes obras.  Sin embargo, es muy importante aclarar que 
puede llegarse a considerar fin del Estado, debido a que se presentan ambigüedades en lo 
concerniente a definirlo, pues una cosa es lo que un Gobierno se proyecte cumplir como 
parte de su orientación de Gobierno y otra, es lo que debe desarrollar como parte de los 
fines mismos del Estado. 
Si bien es novedosa la afirmación presentada, teniendo en cuenta que la 
normatividad no lo desarrolla con dicha claridad, quizá un poco sí lo hace la jurisprudencia 
y la literatura jurídica especializada; al respecto se evidencia que, desde la norma, se 
consideran como parte de los fines del Estado, aquellos temas para los cuales se ha abierto 
la posibilidad de suscribir vigencias futuras excepcionales, siendo estos los de obras de 
infraestructura, energía, defensa y seguridad, comunicaciones y, garantía para concesiones, 
ahora, bien se podría plantear que, esto podría tener un mejor manejo jurídico, 
considerando los actores que intervienen en su aprobación. 
Una vigencia futura propuesta por el Gobierno Nacional, pasa en inicio por un 
proceso presupuestal de análisis, donde se revisa la  viabilidad conforme a lo contenido en 
el MFMP proyectado en el Presupuesto General de la Nación; continua con la aprobación 
por parte del CONFIS o del CONPES según sea el caso acudiendo a su valoración técnica, 
para finalizar  llega al Congreso de la República donde se define finalmente su armonía con 
el interés del constituyente primario, siendo entonces allí donde finalmente se define su 
factibilidad, sobre todo jurídica, aunque, como ya se expuso, en este punto puede haber 
cierto interés político que se entremezcle con su objetivo. 
En el marco de estas pautas procedimentales, se plantean las siguientes reflexiones: 
tanto el CONFIS y CONPES actúan como órganos técnicos económicos, en la aprobación 
de las vigencias futuras, lo cual limita su capacidad de estudiar de lleno su espectro 
jurídico, debido a que es la Comisión Económica del Congreso, quien finalmente debe 
valorar diferentes factores, como su afinidad con los fines del Estado, no obstante, como se 
mencionó, el Congreso puede decidir aprobar o no vigencias futuras, de acuerdo con su 
grado de cercanía o alejamiento con el Ejecutivo, siendo ello una limitante para que, los 
administrados, puedan guardar fe en que esta Corporación obre diligentemente en atención 
a los intereses globales del Estado. 
Es por esto, que se propone que el Congreso, tenga una mayor intervención el 
proceso de aprobación de este tipo de apropiaciones, pues al ser un órgano representativo 
del pueblo, es evidente que debe tener un rol más activo en la asignación anual y plurianual 
del presupuesto, similar a lo que ocurre en el caso de la aprobación de los cupos de 
endeudamiento donde, es el Legislativo quien controla la capacidad de endeudamiento 
externo del Estado, a tenor del cumplimento en el tiempo del MFMP. 
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